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La presente investigación pretende determinar si la figura jurídica de enajenación 
temprana establecida en el artículo 93 de la ley 1708 de 2014, es fundamentada 
constitucionalmente desde la plasticidad del régimen de propiedad privada o puede 
predicarse una mutación de la naturaleza jurídica de los bienes al inscribirse la medida 
cautelar de suspensión de poder dispositivo.  
 
Partiendo de la concepción de propiedad privada constitucional, reforzada por el 
Constituyente de 1991, se le ha otorgado constitucionalmente al legislador la órbita de 
regulación en términos de intervención estatal, que establece límites al derecho de propiedad, 
derivados de la necesidad de salvaguardar la adquisición y disposición de los bienes acorde 
a la ley y la moralidad pública. Este último concepto, aunque vago y abstracto, compone uno 
de los presupuestos que fundamentan constitucionalmente la configuración legislativa de la 
extinción de dominio. 
 
De ahí que haya sido objeto de interés del legislador incorporar la figura dentro de la 
Carta Magna a través del artículo 34, basándose para ello, además de en nuestra tradición 
jurídica, en los aportes de instrumentos internacionales. Y, acorde a los desarrollos 
jurisprudenciales, otorgarle un marco normativo que garantice su naturaleza como acción 
constitucional independiente, autónoma, imprescriptible, real y, sobre todo, reglamentada en 
debida forma, de modo que se haga compatible su aplicación con la garantía del derecho de 
propiedad que sanciona la Constitución en su artículo 58. Es por eso que la Ley 1708 de 2014 
establece todas las generalidades necesarias para su funcionamiento, desde el desarrollo de 
causales para ser incoada, como garantías sustanciales y procesales para los afectados del 
proceso. 
 
Ahora bien, dentro de la reglamentación establecida, como una de las principales 
novedades del Código de Extinción del Dominio expedido en 2014, se encuentra la 
enajenación temprana. Se trata de uno de los mecanismos facilitadores de la administración 
de bienes sujetos a medida cautelar. De una primera lectura, la figura regulada por el artículo 
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93 del Código de Extinción de Dominio, parece que aun cuando el derecho existe a favor del 
particular, pues no se ha desvirtuado la licitud y cumplimiento de las normas del 
ordenamiento jurídico para la obtención de su propiedad, el Estado dispone de él, lo cual 
parecería que se convierte entonces en una nueva y muy seria limitante del derecho de 
propiedad. 
 
No obstante, la Corte Constitucional se ha pronunciado al respecto y mediante la 
sentencia C357 de 2019, declara la exequibilidad del artículo 93, bajo el entendido que la 
medida es conducente, pertinente y útil para la salvaguarda de la propiedad del particular 
afectado por el proceso y de los intereses del Estado sin afectar el derecho de dominio que se 
encuentra suspendido por el transcurrir del procedimiento de la acción constitucional. 
 
En este orden de ideas, la figura de la enajenación temprana resulta inquietante, toda 
vez que no parece claro cómo el Estado dispone de un bien respecto del cual no tiene aún la 
propiedad, porque no se ha pronunciado la sentencia que declara la extinción del dominio y 
suprime el derecho preexistente en cabeza del particular que figura como su titular.  
 
Por lo tanto, el presente escrito pretende resolver el siguiente problema jurídico: ¿La 
enajenación temprana contemplada en el artículo 93 de la ley 1708 de 2014, encuentra su 
fundamento en la flexibilización del régimen de propiedad privada, o, desde la mutación 
de la naturaleza jurídica de los bienes al inscribirse la medida cautelar de extinción de 
dominio? 
 
Luego para alcanzar el objetivo general propuesto al comienzo del presente acápite 
introductorio, se establecen tres objetivos específicos, el primero que consiste en analizar la 
propiedad privada desde sus pilares constitucionales y los postulados teóricos que señalan el 
carácter plástico o flexible de la misma. El segundo objetivo, consiste en la delimitación 
teórico-normativa de la acción constitucional de extinción de dominio enfocándose en la 
figura de la enajenación temprana, y, el tercer objetivo, abarca interrelacionar la definición 
de la medida cautelar de extinción de dominio frente al fenómeno de la mutación de bienes 




 La elaboración del diseño metodológico analítico-descriptivo, parte de la hipótesis 
alrededor de la naturaleza de la inscripción de la medida cautelar de solicitud de suspensión 
de poder dispositivo. Se pregunta si ello cambia la naturaleza jurídica de un bien privado y 
lo convierte en un bien fiscal mientras se decide la suerte final del mismo, legitimando así la 
existencia de la figura jurídica de enajenación temprana o por el contrario se trata de una 
venta en ejecución de la plasticidad del Régimen Privado de la Propiedad privada.  
 
 El trabajo investigativo, se presenta en tres capítulos que pretenden abordar los 
principales elementos de juicio encontrados en la normatividad, doctrina y jurisprudencia, 
trabajados mediante el proceso de análisis, lo cual implicó un desglose y descomposición de 
los mismos para dar respuesta al problema jurídico propuesto. 
 
 En el primer capítulo se desarrolla conceptualmente el derecho constitucional a la 
propiedad privada desde la teoría de la plasticidad, abarcando el desarrollo del concepto en 
sí mismo, sus características y límites en la función social y ecológica, para decantar en el 
análisis de distintas perspectivas teóricas alrededor de la plasticidad o flexibilidad de la 
propiedad. 
 
 A través del segundo capítulo, se aborda la acción constitucional de la extinción de 
dominio, su desarrollo normativo a través de sus principales antecedentes, sus características 
y el proceso en relación estricta a la medida de enajenación temprana de activos.  
 Con el tercer capítulo, se presenta la interrelación de la medida de enajenación frente 
al fenómeno de la mutación a través de la figura jurídica de la mutación demanial, partiendo 
desde el concepto de propiedad pública y dominio público. 
 






Capítulo I. Análisis de los fundamentos constitucionales de la propiedad privada 
desde la perspectiva de su plasticidad 
 
 Considerando el diseño metodológico formulado, se procede a desglosar diferentes 
conceptos que constituyen la figura jurídica objeto de estudio, desde una perspectiva 
deductiva, se parte del análisis de la propiedad diferenciando las nociones expuestas en la 
legislación civil desde el artículo 669 y en el derecho constitucional mediante el artículo 58 
de la actual Carta Magna. 
No obstante, aunque parezca contradictorio partir de la legislación civil cuando el 
enfoque del problema jurídico es el derecho constitucional, esto obedece a que el desarrollo 
jurídico de la propiedad privada, se realizó desde una serie de fases descritas por Ochoa 
(2019), las cuales encuentran su génesis en la perspectiva individualista expuesta en el 
Código Civil. Lo anterior permitirá “identificar los distintos preceptos superiores que inciden 
en este ámbito, interpretarlos, ponerlos en relación, desentrañar su sentido de conjunto y, a 
partir de estos elementos, efectuar una reconstrucción de la noción constitucional de 
propiedad” (Santaella, 2010, p. 31). 
Una vez se tienen dichos elementos reconstructivos de ambas perspectivas – a la par 
de la crítica expuesta por algunos autores frente a la ausencia de una delimitación 
constitucional autónoma de la propiedad –  se puede abordar de forma cohesiva el desarrollo 
del proceso de extinción de dominio y enfocarse específicamente en la figura de la 
enajenación temprana. 
1.1. Desarrollo conceptual del derecho a la propiedad desde un enfoque constitucional 
 
Como se indicó con anterioridad, para el desarrollo de este concepto se parte de lo 
expuesto por Ochoa (2019) al señalar que han existido tres etapas en las cuales se ha regulado 
o transformado el concepto de propiedad en Colombia; la primera, se establece con la 




El dominio que se llama también propiedad es el derecho real en una cosa corporal 
para gozar y disponer de ella arbitrariamente1, no siendo contra la ley o contra derecho 
ajeno, la propiedad separada del goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad. 
 La expresión tachada en el enunciado legal del Código Civil que define lo que se 
entiende por derecho real de dominio expresa una manifestación del legislador inicialmente 
dirigida a otorgar la máxima autonomía y control sobre los bienes de los cuales se era titular. 
Claro, en el marco de las leyes y con límites en el derecho ajeno. Con todo, esta noción 
absoluta refleja una primera etapa centrada en la concepción individual, subjetiva y unitaria 
sobre la relación propiedad-derecho real-dominio. 
 Lo anterior se hace evidente con un breve análisis semántico de la expresión inicial 
del artículo 669, que reduce  la propiedad a ser solamente un sinónimo directo del derecho 
real de dominio y por ende, se contienen el uno al otro, este planteamiento se evidencia y 
desarrolla dentro del texto de Vidal (2013), para señalar que es el elemento de indiscutible 
reconocimiento sobre una concepción individualista de la propiedad del cual partió el 
régimen jurídico colombiano sobre la propiedad privada.  
Santaella (2011) señala que esta concepción individualista, respondía a los intereses 
de la Constitución de 1886, que facultaba al legislador para que reglara la materia 
garantizando la no injerencia estatal y la libertad individual sobre el ejercicio de un aspecto 
que se consideraba de índole únicamente privada. No obstante, ello cambia con la segunda 
etapa, también denominada como solidaria (Ochoa, 2019), que parte con la reforma 
constitucional de 1936, que modifica la Carta Magna para incorporar la denominada función 
social de la propiedad, que implicaría: 
Todas aquellas medidas de prudencia y discreción, de carácter preventivo en que debe 
intervenir la autoridad para evitar un mal mayor, y que no están consignadas en la 
ley. Ese es principalmente el deber social que debe realizar la autoridad cuando se le 
pide protección o cuando los particulares tienen también una necesidad de 
desempeñar ese deber social. (Botero, 2006, p.92, citando los Discursos pronunciados 
en la sesión del 23 de Enero de 1936, p. 2316-2319)  
                                                          
1 El texto tachado es propio.  
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 Con esta función empieza a transformarse la concepción de la propiedad más allá de 
la estructura que emanaba de la concepción individualista que continuaba intacta en el 
Código Civil, la CSJ2 comenzó a incorporar en sus decisiones los postulados teóricos 
desarrollados desde la teoría de León Duguit sobre la función social, al mismo tiempo, que 
se incluían progresivamente en el ordenamiento jurídico, medidas que, delimitaba la 
actuación del particular y otorgaba una mayor potestad interventora para el Estado, como se 
puede evidenciar en la Ley 2° de 1959 sobre la economía forestal y conservación de recursos 
naturales renovables. 
 La norma referida, además de delimitar criterios frente a las zonas forestales 
protectoras y bosques de interés general, restringía la actuación de los particulares sobre los 
bosques de propiedad privada, llegando incluso a prohibir su explotación3 o de ser necesario, 
adelantar el proceso de expropiación a falta de acuerdo con los propietarios sobre tierras 
erosionadas que deban adelantarse el proceso de reforestación4. Lo anterior permite observar 
cómo es que, a partir de la incorporación de la cláusula de la función social, se comenzó a 
distanciar el concepto de propiedad al establecido por el CC.  
Ahora, con la Constitución de 1991, se ratifica a través del artículo 58 el derecho a la 
propiedad bajo el límite de la función social, y, adicionando un carácter ecológico, dando 
paso a la tercer y última etapa señalada por Ochoa (2019) como fase de ecologización, lo 
anterior, con motivo de la preocupación de los problemas ambientales que crecían en el país, 
con lo cual, fue necesario, recalcar la dualidad de derechos y deberes con los que cuenta la 
ciudadanía en el ejercicio del dominio en Colombia.  
Adicionalmente, entender las razones, que dan lugar a que la estructura del texto 
constitucional de 1991 que incorporaba un desarrollo de principios y derechos colectivos, 
sociales, económicos y culturales, requirieran de una mayor intervención estatal, lo cual ha 
estado justificado en la ratificación de la función socio-ecológica, lo cual se convierte 
                                                          
2 Véase, por ejemplo, la Sentencia de inconstitucionalidad en contra del artículo 6° de la Ley 83 de 1935, 
sobre la expropiación, de la Corte Suprema de Justicia – Sala Plena, con ponencia del Magistrado Juan 
Francisco Mújica, del 10 de marzo de 1938.  
3 Parágrafo 2 del artículo 5 de la Ley 2° de 1959.  
4 Artículo 10 de la Ley 2° de 1959.  
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también en una herramienta del Estado para la materialización de esta categoría de derechos 
de segunda y tercera generación. 
Muestra de ello, que el desarrollo normativo posterior a 1991, empezare a incluir 
articulados que profundizaran en estos aspectos frente a actuaciones precisas del Estado, 
como se expone en el texto de Pérez (2016) al analizar el artículo 107 de la Ley 99 de 1993, 
que establece la utilidad pública e interés social, función ecológica de la propiedad en casos 
de expropiación de bienes de propiedad privada o la imposición de servidumbres, bajo  
criterios de necesidad estricta relacionada a la protección y manejo del medio ambiente. 
Lo anterior, se replica en diversos campos del desarrollo estatal conforme expone 
Pérez (2016), evidenciando que la función social y ecológica ha servido para facultar a las 
autoridades para:  
Despojar a los propietarios de su derecho a cambio de una indemnización cuando así 
lo exijan razones de interés general (como ocurre con el instituto expropiatorio) o 
para declararlo extinguido sin compensación alguna cuando este haya sido adquirido 
mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del Tesoro público o con grave 
deterioro de la moral social (como ocurre con la figura de la extinción de dominio). 
(Santaella, 2011, p. 234) 
Como se ha desarrollado hasta el momento, la figura de la normatividad civil fue 
fundamental para una concepción inicial de la propiedad privada en el régimen jurídico 
colombiano, se esperaría que a este punto, el derecho constitucional hubiese desarrollado una 
noción positiva y autónoma de la propiedad, no obstante, a pesar de los progresos en 
incorporación de límites desde la función socio-ecológica de la propiedad en el ordenamiento 
jurídico, es hasta 1999, cuando la Corte Constitucional declara que  la expresión tachada en 
el artículo 669 del CC es inexequible mediante la sentencia C595 de 1999 debido a que no 
simbolizaba el modo verás de lo que era el derecho de dominio conforme el mandato del 
Estatuto Soberano.  
 El eliminar la expresión arbitraria de la concepción civil de propiedad-dominio, 
responde – aunque un poco tardío – a los pequeños cambios teóricos e históricos alrededor 
de la legislación en el objeto de estudio, es un reflejo de los nuevos pilares constitucionales 
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y de los fines propuestos por el Estado Social de Derecho, que pretenden otorgar protección 
y reconocimiento a la propiedad privada, pero, reconociendo como límite a la misma 
determinados fines constitucionales y legales, llegando incluso a determinar la existencia de 
un núcleo duro. Por otro lado, ese mismo año, el acto legislativo 01 de 1999 modificó el 
artículo 58 de la constitución eliminando la expropiación sin lugar a pago de indemnización. 
Con ello, sin duda, se incrementaron las garantías subjetivas de la propiedad privada: a partir 
de entonces no puede haber en Colombia expropiación sin indemnización. 
 La introducción de esta reforma, otorga mayor garantía a la propiedad privada, 
teniendo en cuenta que, aunque fuera por motivos de equidad, la expropiación es una 
institución jurídica, mediante la cual se le despoja a un particular de la titularidad sobre sus 
bien debido a la estricta necesidad, por tal motivo, aunque la decisión corresponda a la 
primacía del interés general sobre el particular, se estaría desconociendo la  protección de la 
propiedad privada debidamente reconocida, al no otorgar la debida compensación económica 
al afectado.  
Finalizadas las fases desarrolladas por Ochoa (2019) más los diversos elementos que 
han permitido la consolidación y delimitación de la propiedad, la Carta Magna, actualmente, 
establece la protección a la misma a través de su artículo 58 de la siguiente forma:  
Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad 
pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la 
necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o 
social. 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica. 
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad. 
Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará 
consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine 
13 
 
el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a 
posterior acción contenciosa – administrativa, incluso respecto del precio.  
 Para el desglose de este artículo, el primer elemento para analizar se encuentra en la 
estructura general del mismo, el cual refleja una cláusula abierta y general, en sí, nunca define 
explícitamente la propiedad o idea de ella – a diferencia del artículo 669 del Código Civil 
que dentro de su concepción individual, establece al dominio como una forma de llamar a la 
propiedad sobre cosas corporales para su goce y disposición – y con esto, también hay que 
señalar que la Constitución no se estableció bajo una concepción unitaria, es decir, si bien la 
legislación civil estableció la relación dominio – propiedad, la constitución presenta la 
protección a esta garantía de forma mucho más abstracta. 
 Con lo anterior, acorde a Santaella (2019), la constitución no desconoce esta 
definición dada por el código civil, como tampoco sus tres elementos constitutivos (uso – 
goce – disposición), sin embargo, no se podía reducir únicamente al concepto civilista, 
debido a que excluiría diversas relaciones jurídico-patrimoniales que no establece el artículo 
669 CC. Luego ese derecho real de dominio estaría incluido como una subcategoría de lo que 
vendría a ser la propiedad en sentido amplio o constitucional, abarcando todo aquello 
susceptible de apropiación, que ingresa al patrimonio de la persona y genera para con él una 
relación jurídica de la cual es titular.  
Adicionalmente, se podría señalar que la Constitución ha establecido derecho a la 
propiedad privada considerando la “concepción lata sensu del mismo, forjada a partir del 
conjunto de sus disposiciones, prescindiendo o apartándose idealmente de los desarrollos del 
ordenamiento que en ese ámbito concreto pudieron antecederle” (Santaella, 2010, p. 35). Por 
ende, una aproximación a la idea constitucional de propiedad privada presupone tomar 
distancia de las preconcepciones propias del Derecho Civil al respecto. 
1.1.2. Las dificultades para la caracterización constitucional de la propiedad privada 
en Colombia  
 
Establecido el proceso mediante el cual la propiedad privada inicialmente se 
constituyó desde una perspectiva absoluta-individualista  hacia la transición delimitada por 
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los límites de la función social y ecológica por encima de la utilidad privada – siendo esta 
una concepción aún ausente de una forma positiva de estructuración que no se declara 
autónoma de la concepción del CC – un elemento indispensable para su diferenciación desde 
la óptica constitucional, características diferenciadoras frente a su figura homóloga privada. 
Continuando con la lógica desarrollada en el apartado anterior, es decir, partir de la 
perspectiva evolutiva de la concepción individualista que transitó a la que estableció la 
función social y ecológica, la Corte Constitucional, ha desarrollado lo que denominaron 
características del derecho de la propiedad, que, en realidad, se fundamenta desde la 
concepción civilista del derecho de dominio, estableciendo que este cuenta con las siguientes: 
“(i) Es un derecho pleno porque le confiere a su titular un conjunto amplio de 
atribuciones que puede ejercer autónomamente dentro de los límites impuestos por 
el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; (ii) Es un derecho exclusivo en la 
medida en que, por regla general, el propietario puede oponerse a la intromisión de 
un tercero en su ejercicio; (iii) Es un derecho perpetuo en cuanto dura mientras 
persista el bien sobre el cual se incorpora el dominio, y además, no se extingue -en 
principio- por su falta de uso; (iv) Es un derecho autónomo al no depender su 
existencia de la continuidad de un derecho principal; (v) Es un derecho irrevocable, 
en el sentido de reconocer que su extinción o transmisión depende por lo general de 
la propia voluntad de su propietario y no de la realización de una causa extraña o 
del solo querer de un tercero, y finalmente; (vi) Es un derecho real teniendo en cuenta 
que se trata de un poder jurídico que se otorga sobre una cosa, con el deber 
correlativo de ser respetado por todas las personas” (Sentencia C 189 de 2006) 
La jurisprudencia citada, inicialmente reconoce la transición de propiedad clásica a 
propiedad con sentido social y ecológico que se ha venido desarrollado en este trabajo, sin 
embargo, se contradice al establecer una serie de características de la propiedad que parten 
del concepto de dominio civil, comenzando con la facultad de  autonomía de ejercicio y la 
protección frente a intromisiones de terceros que puedan entorpecerlo, o dándole el carácter 
de perpetuo o ligándolo a la institución del derecho real, limitándolo a en el derecho ajeno o 
el ejercicio de actos contrarios a la ley, los deberes sociales y ecológicos. En fin, no parece 
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una caracterización técnicamente apropiada de la figura que consagra la Constitución en su 
artículo 58. 
Por otro lado, la propiedad al ser considerada como un derecho autónomo, parte de la 
premisa de ser una figura imprescindible para la humanidad y el desarrollo económico-social 
(Rivera, 2013). Luego, las anteriores características, efectivamente permiten la comprensión 
del derecho de dominio, elemento que, si bien es relevante para la propiedad considerando 
que el desarrollo histórico-jurídico partió del Código Civil, no es suficiente para agotar el 
objeto de estudio desde la perspectiva constitucional, debido a que, la construcción autónoma 
de la propiedad desde esta área del derecho, debe desarrollase desde la norma superior en sí 
misma, sus principios y fundamentos. 
Lo anterior implica que el ejercicio de análisis y desglose del artículo 58 de la CPC 
sobre la propiedad, debe partir de los componentes que son visibles con la lectura de la norma 
superior, comenzando por: (i) su carácter como garantía constitucional abstracta, y, (ii) la 
función socio-ecológica adicional a la función privada, considerando que la segunda va a 
ceder ante la primera, garantizando la primacía del interés general en el Estado social de 
derecho. 
Para empezar el análisis del primer componente, tomando lo expuesto por Santaella 
(2010), se analiza la dimensión subjetiva de la propiedad como derecho constitucional, es 
decir, esta primer característica que lo establece como una garantía protegida por la Carta 
Magna de 1991, esto debido a que “al igual que la función social del derecho excluye una 
concepción absoluta de la propiedad privada, el reconocimiento de su contenido subjetivo 
permite excluir una noción absoluta de los poderes de configuración reconocidos al Estado 
por la Constitución” (Santaella, 2010, p. 116-117).  
Así mismo, la protección a la garantía individual de la propiedad dentro de su 
concepción como derecho subjetivo, implica un deber de abstención y de no injerencia para 
por parte de las autoridades y el Estado sobre el ejercicio de la propiedad de los particulares, 
puesto que, como se ha señalado ya, el reconocimiento de la función pública de la propiedad 
no puede representar una desaparición del carácter subjetivo (Santaella, 2010). 
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Entonces, como derecho subjetivo, la propiedad implicaría el reconocimiento y 
protección por parte del Estado hacia su función privada, lo que impondría límites a su 
intervención sobre los particulares de tal forma que no pudiera intervenir más allá de lo 
estrictamente necesario bajo la premisa de ser una intervención a través de la delimitación, 
la expropiación o la extinción de dominio. 
Adicionalmente, la propiedad privada como derecho de defensa, conforme establece 
Santaella (2010, p. 118) refiere a que “todas las posiciones jurídico-patrimoniales cobijadas 
por la garantía del artículo 58 par. 1 frase 1 CC se encuentran protegidos contra las 
intervenciones ilegítimas o injustificadas que efectúen los poderes públicos”, esto no se 
podría reducir únicamente al respeto del principio de legalidad, establece el autor referido, 
sino, a proteger a sus titulares del abuso de poder por parte de las autoridades. 
1.1.3. Límites a la propiedad 
 
Ahora, una vez establecidas estas características y dejando claro la intención del 
legislador de no limitar más allá de lo estrictamente necesaria la propiedad (en el marco de 
la garantía de su núcleo esencial y del principio de proporcionalidad),  el siguiente elemento 
de análisis son los límites que se presentan en el texto constitucional y la normativa civil, 
para el primer caso, el análisis de la fusión socio-ecológica del artículo 58 de la Constitución 
Política que delimita la intervención estatal frente a la propiedad privada, para el segundo 
elemento, el artículo 669 del Código Civil.  
 Respecto a los límites al derecho a la propiedad establecidos en la jurisprudencia 
constitucional con base en la cláusula de función social y ecológica, se encuentra que:  
El derecho de propiedad tiene reconocimiento en el artículo 58 de la Cara Política. 
El ordenamiento jurídico y la jurisprudencia de la Corte han reiterado los viejos 
atributos del derecho de dominio uso, gozo y disposición. Sin embargo, en virtud de 
la fórmula del Estado Social de Derecho, esa garantía perdió su carácter de 
intangible, de modo que la Carta Política restringió los poderes del propietario y los 
armonizó con los intereses de la comunidad y el principio de solidaridad. En esa 
labor, la Norma Superior previó la posibilidad de privar a una persona de su derecho 
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de propiedad contra su voluntad, siempre que se observen varios requisitos 
señalados en ese mismo estatuto, condición que han sido concretadas por la 
jurisprudencia (Sentencia C189 de 2006). 
Lo primero que se puede observar es que la Corte hace alusión a los tres elementos 
típicos del dominio para luego referir al proceso de transición de la teoría individualista-
absoluta de la propiedad hacia la actual donde se reconoce la primacía del interés público 
como un fin y un límite al ejercicio de las facultades que confiere la propiedad al titular.  
Además, como se evidencia en el extracto jurisprudencial, tanto la función social y 
ecológica, han sido tratadas por la jurisprudencia constitucional desde vieja data como límites 
a la intervención y al ejercicio del derecho de propiedad, a manera de ejemplo, Botero y 
Uribe (2004), señalan que la sentencia T411 de 1992, fue la primera en referir a la función 
ecológica de forma somera, estableciendo su carácter de deber y finalidad en velar porque el 
ejercicio del derecho a la propiedad se enmarque en el respeto a los principios y normativas 
medioambientales. 
 Esta alusión al deber de cuidado del ambiente, limita el ejercicio de la autonomía que 
confiere la ley al derecho a la propiedad del artículo 58, debido al deber que se ostenta a nivel 
Estatal y particular frente a este deber (en el caso del Estado, el artículo 80, y para particulares 
el numeral 8 del artículo 95 de la CPC), en el marco de la primacía del interés general sobre 
el particular (artículo 1° de la CPC). 
 Se encuentra entonces, que conforme la caracterización dada a la propiedad desde la 
perspectiva constitucional en el apartado anterior, los límites plasmados en la Constitución 
de 1991 también se presentan en doble vía, es decir, límites para el ejercicio del derecho 
subjetivo originado en la respectiva relación patrimonial en cabeza de su titular, y, límites 
para el intervencionismo del Estado. En ambos casos, se ven marcados conforme los 
preceptos de función socio-ecológica conferida por el artículo 58 de la CPC. 
 Frente a este límite para el ejercicio del derecho subjetivo o la intervención del 
Estado, hay que señalar que, se configura bajo una aplicación del principio de 
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proporcionalidad5, es decir, que “su figuración será especialmente destacada en aquellos 
bienes o derechos privados en los cuales converjan intereses públicos o sociales relevantes 
(Santaella, 2010, p. 442). Esto es, porque la normativa constitucional configura determinados 
casos particulares donde se ve limitada la actuación del Estado, por ejemplo, el artículo 34 
señala de forma explícita la prohibición de confiscación, lo cual implica, que el Estado se 
encontrará limitado a extinguir el dominio de los bienes en los términos que establece la 
Carta Magna en el mismo artículo, esto es, a través de sentencia judicial y cuando estos sean 
adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, grave deterioro de la moral pública y de los 
valores éticos. 
 Con la evolución del modelo de propiedad privada con funciones socio-ecológicas, 
Pimiento & Santaella (2015) señalan que bajo la aplicación de los principios de primacía del 
interés general y solidaridad, la legislación ha venido generando diferentes “tipos de 
limitaciones, deberes, cargas y condiciones para el ejercicio del derecho, fijados con arreglo 
a la particular función social que se advierte en cada forma de propiedad tipificada en 
atención a las necesidades de la colectividad” (p. 360). 
 Continuando con los autores referidos, lo anterior permite observar dos elementos 
cruciales para el objeto de estudio, el primero, que no se puede hablar de una única forma de 
propiedad, sino de múltiples regímenes de propiedades – derivando de ahí la segunda medida 
– desde el evidente poder de delimitación que tiene el aparato legislativo colombiano. Lo 
anterior implica que la cláusula de la función social y ecológica tenga como principal 
implicación el convertirse en un módulo que garantice la realización de los fines sociales 
expuestos por la Constitución (Pimiento & Santaella, 2015, p. 361). 
 
                                                          
5 Para ilustrar esta figura, la Corte Constitucional mediante la sentencia T454 de 2012, estableció que, para 
la intervención de la autoridad en un evento de desalojo forzado, debía considerar el principio de 
razonabilidad, representada en la persecución de fines constitucionalmente legítimos, y, proporcionalidad, 
en el sentido que la medida ejercida contra la persona sea necesaria e idónea en un sentido de 
proporcionalidad estricto. Lo anterior implica, que las intervenciones de los agentes del Estado deben 
ceñirse a protocolos estrictos que respeten los derechos fundamentales de los intervinientes, y, el ejercicio 
de análisis razonabilidad y proporcionalidad de la actuación.  
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1.1.4. La plasticidad del régimen de propiedad privada 
 
 Con el desarrollo de la etapa social y ecológica de la propiedad dentro del régimen 
constitucional, Rey (1994), señala que se ha ido debilitando la concepción subjetiva- 
individualista del derecho de propiedad en relación específica con la concepción civil de 
dominio, al ceder hacia la preponderancia del interés general, que legitima la intervención 
estatal mediante acciones como la expropiación o la extinción de dominio, así como la 
obligada observancia de deberes comunitarios en el ejercicio de la disposición del mismo, 
impuestos por el legislador en virtud de la función social inherente al derecho. Y, a su vez, 
ello se ha traducido también en el abordaje de diversas formas de propiedad diferentes a la 
estricta regla proveniente de la tradición romana. Ya no hay una forma única de propiedad, 
hay múltiples, según lo precise el interés general concretado por la ley. 
 Con lo anterior, el autor establece dos vertientes, la tradicional individual y la 
institucional, la primera, no merece una mayor profundización a la que ya se ha establecido. 
Sin embargo, frente a la segunda, se encuentra que Rey (1994, p. 175) emplea el término 
“plasticidad o flexibilidad del dominio” para referirse al llamamiento que se realiza la función 
social frente a cada uno de los diversos tipos de bienes de los cuales susceptibles de 
apropiación.  
 Haciendo un paralelo con la normativa española, Rey (1994, p. 196) señala que “El 
derecho creado por la Constitución y ordenado también por la ley lleva una “doble vida”. De 
ahí su “plasticidad”. Lo anterior se puede contraponer al caso colombiano, si analizamos que 
la normativa establecida en el código civil se fundamenta de igual manera en la concepción 
individual, y, el régimen constitucional en la institucionalidad establecida en el deber social 
y ecológico.   
 Cordero (2008) se alinea también a esta noción de plasticidad de la propiedad desde 
una pluralidad de perspectivas que obedecen a los intereses sociales, fundamentándose desde 
Josserand, jurista francés que estudió el tema y estableció que la plasticidad era infinita, 
debido a que esta no obedecía un concepto unitario sino a diversas categorías jurídicas que 
derivaban de los intereses constituidos en los cuerpos normativos. 
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 Para complementar, Pimiento y Santaella, señalan que es debido al “carácter relativo 
y elástico de la cláusula de función social y ecológica” (2015, p. 362) que se permite la 
coexistencia de diferentes regímenes dominicales, los cuales, dependerán de la relación entre 
el objeto de propiedad y el interés general, lo que implicará, que si la relación entre ambos 
elementos es estrecha, pues el Estado mediante sus autoridades tendrá un mayor rango de 
acción, por el contrario, si es una relación distante, pues, la autonomía del régimen particular 
se podrá ver menos afectado por la injerencia de la función social y ecológica en cabeza del 
espectro público.  
 Los autores referenciados concuerdan en la multiplicidad de regímenes frente a la 
propiedad, inicialmente desde la concepción dual de propiedad civil y constitucional hasta el 
planteamiento de la multiplicidad desde la separación y tensión entre la utilidad privada y la 
función social, el término plasticidad se asocia esencialmente a la facultad delimitadora del 
legislador constitucional para establecer no solo un régimen, sino diferentes regímenes 
jurídicos que regulen toda la gama de relaciones patrimoniales, por ende, en términos 
constitucionales hablar de derecho de dominio como sinónimo de propiedad es un concepto 
obsoleto, debido a que, como se ha podido observar a lo largo del desarrollo de este capítulo, 
la evolución y avance de la propiedad ha implicado un desmantelamiento de el régimen 
absolutista y reduccionista que inicialmente se presentaba en el Código Civil. 
 A pesar de que se evidencia también la ausencia de una figura positiva específica que 
delimite la propiedad, se ha logrado establecer y caracterizar la misma a través de los 
elementos expuestos en el artículo 58, que incluye dos aspectos de gran relevancia que vale 
la pena reiterar, el primero, la protección constitucional del derecho subjetivo de la propiedad 
como derecho de defensa, exigible y bajo la protección de la Constitución de 1991, que 
protege la titularidad de la propiedad en cabeza de legítimo dueño, al mismo tiempo, que se 
le otorgan deberes frente a la función social y ecológica. 
Por otro lado, la libertad legislativa que se le ha otorgado al organismo encargado 
para desarrollar un amplio margen de configuración de la propiedad constitucional en 
Colombia, generando así, la reglamentación de las figuras excepcionales mediante las cuales 
el Estado puede arrebatar el dominio al titular, como se han mencionado ya, la extinción de 
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dominio y la expropiación. Sin embargo, estas solo operarán bajo los criterios específicos 





Capítulo II.  La figura de la enajenación temprana dentro de la acción constitucional 
de extinción de dominio 
 
2.1. Desarrollo del marco normativo de la acción de extinción de dominio 
 
 Con la reforma constitucional dada en 1936 que incorporó la función social de la 
propiedad, fue el punto de partida para la figura de la extinción de dominio mediante la Ley 
200 de 1936 que la estableció en casos de predios rurales abandonados o con falta de 
explotación injustificada durante un periodo de 3 años continuos (Tobar, 2014). La extinción 
del dominio fue desde entonces un mecanismo para asegurar el respeto y la efectividad de la 
función social de la propiedad privada. Sin embargo, allí no se agota el espectro o la utilidad 
de esta figura. 
Con la Constitución Política de 1991 se incorporaría el artículo 34 una modalidad 
distinta de extinción del dominio. En términos de Pabón (2013, p. 7), dicha norma constituye 
la materialización de “una fuente constitucional directa de la acción de extinción de 
dominio”, que aplica para los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en 
perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social. A diferencia de la 
medida prevista por el legislador en 1936, no se trata de atacar la propiedad ociosa o 
empleada de manera antisocial, sino de combatir las formas ilegítimas de propiedad, 
adquiridas por vías contrarias al ordenamiento jurídico. Se trataba de propiciar la lucha del 
Estado contra el crimen organizado.  
Desde la jurisprudencia, la Corte Constitucional a través de la sentencia C319 de 
1996, justificó esta figura debido al: 
Grave deterioro de la moral pública y de los valores éticos que han venido padeciendo 
nuestra sociedad desde las últimas décadas y que han adquirido dimensiones 
alarmantes, fenómeno que se ha traducido en una desenfrenada corrupción, no solo a 
nivel de la administración pública en general sino también de los particulares. En 
ambos casos, ha sido evidente la incidencia funesta del narcotráfico y su enorme 
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poder corruptor, que ha penetrado ostensiblemente en casi todas las esferas de la 
sociedad colombiana. 
El primer cuerpo normativo expedido para la regulación de la extinción de dominio 
con posterioridad a la constitución de 1991, fue la Ley 333 de 1996, estableciendo el 
procedimiento a cargo de la DNE, el cual, se fundamentaba mucho en la relación de las 
conductas penales tipificadas como punto de partida para el accionar de la acción. Como se 
puede observar en la sentencia C958 de 2014, cuando la Corte al abordar el desarrollo de la 
causal de procedencia por grave detrimento de la moral social expuesta en el artículo 34 de 
la CPC, expone que, para el legislador, inicialmente primó la íntima relación entre la 
normatividad penal con la vulneración del orden ético. 
 Con esto, no se quiere decir que la acción se encontrara bajo la sombra de la existencia 
de una declaratoria de responsabilidad penal. Por el contrario, desde temprano, la Corte 
Constitucional se ha encargado de referir la autonomía de esta figura del régimen penal, 
debido a que la finalidad de la misma no es la imposición de una sanción debido a la 
responsabilidad del sujeto, sino, “destruir el velo de aparente legalidad que recae sobre el 
derecho de dominio de un bien, derecho que por su origen ilegal nunca ha nacido, pero que 
goza de apariencia legítima” (Tobar, 2014, p. 22). 
 Retomando el desarrollo normativo, la Ley 504 de 1999, modificó el artículo 14 de 
la Ley 333 de 1996, adicionando la competencia dentro del proceso de extinción de dominio 
a la Fiscalía, lo cual, implicó para algunos, el acercamiento de la acción hacia el régimen 
penal – punitivo. No obstante, estas funciones obedecen más a la asignación legislativa 
expuesta en el Artículo 250 del CPC numeral 9, luego, son funciones jurisdiccionales, mas 
no penales, debido a la misma naturaleza del proceso en el que actúan. 
 Luego hubo un intento por reemplazar, en medio de la conmoción interior establecida 
por el Decreto 1839 de 2002, el régimen establecido por la Ley 333 de 1996 a través del 
Decreto Legislativo 1975 de ese mismo año. La Corte Constitucional impidió dicho cambio 
por medio de la Sentencia 1007 de 2002, al señalar que el ejercicio de la acción es 
independiente de quien se encuentre en el poder. Sin embargo, el Congreso ese mismo año, 
expidió la Ley 793 de 2002, derogando la ley anterior de 1996 y estableciendo un 
procedimiento de tres etapas. 
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 Brevemente, este procedimiento partía de una etapa previa o fase inicial a cargo del 
fiscal encargado para la promoción de la investigación, identificando los bienes y solicitando 
o practicando las medidas cautelares que considerara necesarias. De serlo, también se 
tendrían que establecer las facultades de administración sobre los bienes afectados por 
medidas. 
 La segunda etapa o fase, continuaba en cabeza de la Fiscalía, y tenía su punto de 
partida en la decisión de perseguir los bienes. Si en la oportunidad anterior el ente de 
investigación no hubiese solicitado u ordenado medidas cautelares, podría hacerlo, y en ese 
caso, comunicaría al Ministerio Público y a los afectados, estos últimos, en el evento de no 
poder ser notificados, se procedería a emplazarlos y nombrarles un curador ad litem para la 
garantía del derecho a la defensa y representación. Surtida esa actuación, corresponde la 
solicitud o práctica de las pruebas para poder dar un periodo de traslado para que los 
intervinientes presenten sus alegatos. Si el Fiscal encuentra elementos de juicio suficientes 
para la declaratoria de extinción, correrá traslado al Juez competente.  
 Con el administrador de justicia inicia la tercer y última etapa. Se corre traslado a los 
intervinientes para que controviertan la decisión de la Fiscalía, vencido este trámite, el Juez 
declarará sentencia extinguiendo el dominio del bien o se abstiene de hacerlo. Esto en una 
forma muy resumida es el proceso establecido en la Ley 793 de 2002, la cual también sufrió 
diversas modificaciones que considero innecesario profundizar. 
 No obstante, a pesar de las modificaciones, la legislación de 2002 perduró hasta el 
2014, cuando se expidió el actual Código de Extinción de Dominio – Ley 1708 de 20146, el 
cual, primero, reduce las etapas procesales a dos, la etapa pre-procesal y la etapa de 
juzgamiento a cargo del juez7. Establece el procedimiento abreviado en los casos donde el 
titular investigado renuncie al derecho a la defensa, al mismo tiempo, establece los beneficios 
por colaboración.  
                                                          
6 De conformidad al artículo 90 de esta ley, se reglamenta su Capítulo VIII del Título III del libro III, en lo 
relativo al régimen de administración de bienes del FRISCO. Además, modificada en algunos artículos por la 
Ley 1849 de 2017. 
7 Las etapas y el desarrollo del proceso serán profundizado en apartados posteriores.  
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 También incorpora un control posterior en los casos donde los actos del fiscal 
constituyan una vulneración a los derechos fundamentales, y, una acción de revisión para 
sentencias objeto de fraude procesal, corrupción de servidores públicos, falsos testimonios, 
entre otros delitos relacionados al sano y adecuado transcurrir del procedimiento. En ambos 
casos, los afectados, el Ministerio Público y el Ministerio de Justicia y Derecho se encuentran 
legitimados para hacer valer dichos controles. 
2.2. Naturaleza jurídica de la extinción de dominio  
  
A lo largo del desarrollo normativo y jurisprudencial de la acción de extinción de 
dominio se ha consolidado un conjunto de “características básicas”, como indica Pabón 
(2013, p. 10), que, contrapuestas a la jurisprudencia, constituyen la naturaleza jurídica de la 
acción. En la sentencia C958 de 2014, se establece que la acción es constitucional, pública, 
jurisdiccional, autónoma, directa y relacionada con el régimen constitucional del derecho a 
la propiedad.  
 Su carácter constitucional lo otorga encontrarse concebida dentro de la Carta Manga 
de 1991 de forma explícita, al igual que la acción de tutela, la acción de cumplimiento, o de 
grupo. De aquí también deriva su relación con el régimen de la propiedad, debido a que “el 
constituyente estableció la consecuencia que tiene la adquisición de tal derecho por medios 
ilícitos. Todas las fuentes constitucionales prescritas para la procedencia de la acción remiten 
a un título ilícito” (Pabón, 2013, p. 10). 
 La característica de ser una acción pública se encuentra ligada también al ejercicio de 
una acción real, debido a que: 
El ordenamiento jurídico colombiano sólo protege el dominio que es fruto del trabajo 
honesto y por ello el Estado, y la comunidad entera, alientan la expectativa de que se 
extinga el dominio adquirido mediante títulos ilegítimos, pues a través de tal 
extinción se tutelan intereses superiores del Estado como el patrimonio público, el 
Tesoro público y la moral social. (Sentencia C 958 de 2014) 
Debido a esta protección que establece la Constitución para la legítima titularidad y 
ejercicio de los bienes objetos de propiedad, es que establece el ejercicio de la extinción de 
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dominio como una acción real, puesto que, “implica la posibilidad de perseguir el bien con 
independencia de la persona en quien está radicada su titularidad” (Pabón, 2013, p. 11). 
 Pabón (2013), analizando el tránsito normativo entre la ley 333 de 1996 y la Ley 793 
de 2002, encuentra, que, si bien en la primera el ejercicio de la extinción de dominio se 
encontraba estrechamente vinculado al derecho penal, con el artículo 4° de la Ley 793 esto 
cambió, al establecer claramente la separación con la acción de naturaleza penal. 
 Ahora, no se debe confundir la independencia con la autonomía, debido a que esta 
última configura una característica aparte, que refiere más al “origen constitucional, con 
contenido patrimonial, que se orienta en desvirtuar mediante decisión judicial, que quien 
aparece como titular de bienes adquiridos en alguna de las circunstancias reseñadas por la 
normativa, lo sea en realidad” (Pabón, 2013, p. 12). 
 Para finalizar este apartado, debe mencionarse que existen dos características 
relacionadas al tiempo para el ejercicio y la actividad de la acción. La primera, es que la 
acción de extinción de dominio es imprescriptible, debido a que “un bien ilícitamente 
adquirido no tiene protección estatal, con lo que esta acción se debe aplicar frente a cualquier 
bien adquirido en las condiciones de ilicitud establecidas en la ley, sin que al efecto interese 
el tiempo de adquisición” (Pabón, 2013, p. 13). 
La segunda característica de intemporalidad (UNODC, 2015),  permite la persecución 
de bienes adquiridos en vulneración de lo expuesto en el artículo 34 con anterioridad a la 
expedición del anterior Código de Extinción de Dominio, la ley 333 de 1996, o, la 
Constitución de 1991. Esto ocurre, debido a que la CPC ha previsto en el artículo 34 el 
rechazo absoluto hacia los bienes que se han adquirido en detrimento o perjuicio a las 
situaciones allí plasmadas, luego, el establecer un periodo de tiempo para el ejercicio de la 
acción, podría ser una ventana para que se permitiera sanear la titularidad o el ejercicio 
contrario a los preceptos constitucionales. 
Es necesario aclarar, que si bien la intención del legislador en este caso es la de 
eliminar el velo que aparenta la legalidad del derecho de dominio una persona que no ha 
respetado el ordenamiento jurídico y los deberes que se le imponen en cualquier tiempo 
incluso retroactivamente, en el documento de UNODC (2015)  se hace la salvedad que,  para 
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que se configure en tiempo pasado la acción, debe ser sobre una conducta que estuviera en 
su momento incorporada como delito dentro de la ley penal, o, como contraria a la moral 
social en algún texto normativo. 
2.3. Causales de procedencia de la acción 
 
 Una vez se ha abordado ya un breve desarrollo histórico-normativo de la legislación 
en la materia hasta llegar al régimen actual, y las características desarrolladas desde la 
normatividad, la jurisprudencia y doctrina, se aborda la procedencia de la acción de extinción 
de dominio, primero, considerando que el artículo 34 establece la extinción de dominio por 
enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral 
social, siendo estas las primeras causales de procedencia establecidas por la Constitución de 
1991.   
No obstante, conforme la sentencia C958 de 2014, el actual CED – Ley 1708 de 2014 
– en su artículo 16 estableció 11 causales por las cuales se puede declarar extinto el dominio 
sobre un bien en cabeza de quien es titular. No obstante, la doctrina establece que pueden ser 
agrupadas en dos categorías: 
a) las que se relacionan con el origen de los bienes, que se fundamentan en el artículo 
34 de la Constitución Política, y b) las que se relacionan con la destinación de los 
bienes que se fundamentan en el artículo 58 de la Carta Política.  (UNODC, 2015, p. 
10) 
 Para Santaella (2010), el primer presupuesto constituye la extinción de dominio por 
ilegitimidad del título, por referirse al medio o modo de adquisición o configuración 
conforme el párrafo primero del artículo 58, la Corte Constitucional mediante la sentencia 
C-389 de 1994, establece que: 
La protección constitucional a la propiedad y a los demás derechos adquiridos exige, 
como primer presupuesto que la adquisición venga asistida de un título justo, o sea, 
que su causa de adquisición se ajuste a la ley y, en manera alguna, contrariando la 
misma. El señorío que se adquiera por medios ilícitos o a consecuencia de ellos, no 
puede tener protección legal. 
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Continuando con la segunda causa de extinción de dominio, Santaella (2010) la 
establece como la extinción de dominio por incumplimiento de la función social y ecológica 
de la propiedad, fundamentándose en el artículo 58,y que no debe entenderse como requisito 
la presencia conjunta de ambos incumplimientos, debido a que se pueden presentar de forma 
individual, como establece la sentencia C389 de 1994, que señala que a pesar que el dueño 
del bien este cumpliendo con el deber social, si este desatiende o ignora el ecológico, puede 
declarársele la extinción de dominio.  
2.4. Las etapas del procedimiento de extinción de dominio conforme la Ley 1708 de 2014 
 
 Con el actual CED se redujeron las etapas procesales a dos: una etapa inicial a cargo 
de la Fiscalía y una etapa de juzgamiento a cargo del juez. Ambas se desarrollan bajo el 
respeto y reconocimiento de las garantías constitucionales del debido proceso, derecho al 
acceso a la administración de justicia, el derecho a la legítima defensa, y la presunción de 
inocencia. Todo en el marco de ser una acción constitucional, autónoma, que recae 
directamente sobre los bienes independiente de quien ostente la titularidad, posesión o 
tenencia.  
 Ahora, considerando que el objeto de investigación es la enajenación temprana, y esta 
solo procede con posterioridad al cumplimiento de determinadas actuaciones y etapas 
surtidas por parte de los diversos sujetos procesales, no se podría descartar el exponerlos y 
establecer su participación, debido a que, de ello depende la procedencia de la medida.  
2.4.1. Sujetos procesales e intervinientes 
 
Los sujetos procesales8 dentro de esta acción son La Fiscalía General de la Nación y los 
afectados, estos últimos, podrán ser personas naturales o jurídicas y se denominan así por ser 
la persona titular de derechos sobre los bienes objetos de investigación. El artículo 30 del 
CED, también establece tres clasificaciones conforme el tipo de bien:  
                                                          
8 Art. 28 CED. 
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● Para los bienes corporales, muebles o inmuebles, será quien alegue tener un derecho 
patrimonial, en el caso de bienes sujetos a registros quienes aparezcan directamente 
como propietarios, o, en su defecto que ostenten la posesión del mismo. 
● Para el de derechos personales o de los títulos valores, se considera afectado a quien 
esté legitimado para reclamar el cumplimiento de la obligación o al beneficiario del 
título. 
● Frente a las sociedades, será afectada toda persona que alegue ser titular de alguna 
parte de la cuota, bien, acciones o intereses sociales que sean objeto de investigación.  
Por otro lado, el CED solamente establece dos intervinientes, el Ministerio Público y el 
Ministerio de Justicia y Del Derecho, el primero, ejercido por la Procuraduría General de la 
Nación, conforme el artículo 31, actúa en defensa del orden jurídico, la nación y velará por 
el cumplimiento de los derechos y garantías fundamentales, a partir de la presentación de la 
demanda, puede actuar como sujeto procesal en las mismas condiciones que los demás.  
El Ministerio de Justicia y del Derecho, por el contrario, actúa en defensa del orden 
jurídico e intereses de la nación, al igual que el Ministerio Público, se considera un sujeto 
procesal a partir de la presentación de la demanda por parte del fiscal. 
La importancia de estos sujetos procesales, se encuentra en que garantizar el control de 
legalidad en cada una de las etapas, además de la protección de los intereses públicos y 
privados que corresponden a la Nación y los afectados, siendo una garantía para que el buen 
transcurrir del procedimiento. Adicionalmente, es a través de la Fiscalía cuando se da inicio 
al procedimiento que da viabilidad a la enajenación temprana, al establecer la procedencia y 
necesidad de la solicitud/práctica de la medida cautelar de suspensión del poder dispositivo 
o de alguna otra medida, conforme el análisis estricto de proporcionalidad y razonabilidad.  
2.5. Las medidas cautelares dentro del procedimiento de extinción de dominio 
 
Las medidas cautelares se desarrollan en el capítulo VII de la Ley 1708 de 2014 
modificada por la Ley 1849 de 2017. Hay tres momentos en los que la Fiscalía puede adoptar 
las medidas cautelares: (i) antes de la presentación de la demanda, de forma excepcional, 
cuando sea evidente la urgencia o motivos fundados que establezcan que la adopción de la 
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medida es indispensable9; (ii) con la presentación de la demanda en la fase inicial de la 
investigación10; y, (iii) con posterioridad a esta fase, mediante una providencia 
independiente11. 
 La finalidad de estas medidas es la de garantizar la vinculación de los bienes objetos 
de investigación al proceso y su integridad, como también evitar que puedan verse 
manipulados con el fin de entorpecer el proceso. 
La medida cautelar base y prioritaria de esta acción es la suspensión del poder 
dispositivo, la cual cuenta con un carácter prioritario, no puede ser objetada por el titular, ni 
restringida por la entidad que inscribe la medida. Adicionalmente, en caso de ser necesario 
se pueden decretar las medidas cautelares de: embargo, secuestro, toma de posesión de bienes 
y negocios de sociedades, establecimientos de comercio o unidades de explotación 
económica. Todas estas medidas cautelares, dada sus implicaciones, son enteramente 
compatibles con el régimen legal tradicional del derecho de propiedad. En últimas, apuntan 
solo a limitar las facultades del propietario. No obstante, como se verá enseguida, el alcance 
de las medidas cautelares previstas por el CED va más allá del que tradicionalmente se le 
asigna cuando se acude al repertorio tradicional de medidas previas. Sin duda, quizás por 
fuerza de las circunstancias particulares que debe encarar, el legislador colombiano ha 
innovado en este frente, generando incógnitas que no surgen del recurso a las medidas 
cautelares clásicas, sumado a las condiciones procesales que deben realizarse judicialmente 
y que al final resultan en la garantía del debido proceso. 
2.6. Administración o custodia de bienes con medida cautelar vigente 
 
 La ley 1708 de 2014 establece el parágrafo 2 del artículo 88 que la custodia o 
secuestre de los bienes muebles e inmuebles objeto de medida cautelar, estará a cargo del 
FRISCO, de igual manera, la administración sobre los bienes que se declare la extinción de 
dominio, la gestión como secretaría técnica en el proceso de extinción temprana y de los 
                                                          
9 Art. 89 CED. 




recursos provenientes de la misma, como también, los recursos ocasionados por la 
productividad de los bienes administrados12. 
 Frente a la naturaleza del fondo, el artículo 90 señala que es una cuenta especial sin 
personería jurídica que es administrada por la SAE, la cual es de naturaleza mixta del orden 
nacional, autorizada por la ley y sometida al régimen de derecho privado13.  
 Para el ejercicio de la función de administración el CED en su artículo 92 dispone de 




3. Destinación provisional 
4. Depósito provisional 
5. Destrucción o chatarrización 
6. Donación entre entidades públicas 
7. Venta masiva de bienes 
El alcance de varias de estas medidas desborda lo que convencionalmente se entiende 
por una medida cautelar. La enajenación, la donación, la destrucción o chatarrización, por 
ejemplo, no parecerían compatibles con la temporalidad y revocabilidad propias de esa clase 
de determinaciones, ni tampoco con la idea estándar de garantía del derecho de propiedad. 
Tampoco es sencillo entender cómo el Estado puede disponer de manera definitiva de algo 
que no es suyo aún, pues para el momento en que se toman estas decisiones no se ha dictado 
sentencia que declare extinguido el dominio. Las herramientas que la ley reconoce como 
parte del poder de administración de estos bienes parecerían, en ciertos casos, entonces, reñir 
con la idea de la garantía constitucional de la propiedad, de una parte; o sugerir una suerte de 
mutación anticipada del dominio, de otra. 
 
                                                          
12 Art. 91 de la Ley 1708 de 2014.  
13 Para mayor profundización en lo concerniente a la naturaleza jurídica del FRISCO y su administrador, la 




Por ser el objeto específico de esta investigación, enseguida se analiza la cuestión 
relativa a la enajenación temprana de activos por parte de las autoridades responsables del 
proceso de extinción del dominio. 
2.7. La enajenación temprana de activos 
 
 Dentro del acápite que establece el régimen de administración y disposición de los 
bienes dentro del proceso de extinción de dominio, se encuentra estipulado en el artículo 93 
del CED la enajenación temprana de activos, establecida para que los bienes objetos de 
medida cautelar puedan ser enajenados mediante subasta pública o sobre cerrado observando 
los principios de la función pública establecidos por la Constitución de 1991. 
Las causales que dan lugar a la declaración de bienes enajenables tempranamente por 
parte del órgano colegiado, son las siguientes: 
1. Ser necesario u obligatorio dada su naturaleza. 
2. Representen un peligro para el medio ambiente. 
3. Amenacen ruina, pérdida o deterioro. 
4. Su administración o custodia ocasionen de acuerdo con un análisis de costo-beneficio, 
perjuicios o gastos desproporcionados a su valor o administración. 
5. Muebles sujetos a registro, de género fungibles, consumibles, perecederos o los 
semovientes. 
6. Los que sean materia de expropiación por utilidad pública, o servidumbre. 
7. Aquellos bienes cuya ubicación geográfica o condiciones de seguridad implique la 
imposibilidad de su administración. 
Adicionalmente, se encuentra un parágrafo adicionado mediante el artículo 73 de la Ley 
1965 de 2019, que establece que los bienes rurales en proceso de extinción de dominio que 
no tengan la vocación señalada dentro del artículo 91 – estos son aquellos que cumplen la 
finalidad otorgada por el punto 1.1.1. del Acuerdo final para lograr una paz estable y duradera 
– quedarán a disposición del FRISCO para su enajenación temprana.  
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Como se estableció al inicio del apartado, la enajenación temprana opera con 
posterioridad a la inscripción de la medida cautelar de suspensión del poder dispositivo que 
presenta como requisito la existencia de elementos de juicio suficientes para considerar un 
vínculo probable con alguna causal de extinción de dominio14, lo cual implica que la 
ejecución de entrada conlleva una fundamentación fáctica y jurídica, recordando, que las 
medidas cautelares tienen como finalidad la conservación y participación del bien objeto de 
investigación – y así garantizar tanto el acceso a la administración de justicia, como el debido 
proceso – luego, en principio la medida  de administración no podría contrariar esta finalidad, 
mucho menos, constituir un acto arbitrario por parte del FRISCO que perjudique estos dos 
pilares. 
 
Por otro lado, como mecanismo excepcional, no opera sino bajo causales específicas 
descritas con anterioridad, en las que se observa que se realiza conforme determinadas 
circunstancias en las que el bien se puede ver amenazado con su desvalorización o pérdida, 
con que perezca, o, que represente para el Estado un beneficio, gasto desproporcionado, 
perjuicio, o de plano sea imposible administrarlo. Recordando los límites a la propiedad 
desde su función social y ecológica, se encuentra justificado acorde a lo expuesto desde el 
artículo 58, que el Estado encuentre una destinación que satisfaga el bienestar general, o, que 
evite un daño al medio ambiente, por ejemplo. 
                                                          
14 Art. 88 L 1708 de 2014. 
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Capítulo III. Interrelación de la figura de la enajenación temprana frente a la 
mutación de la naturaleza jurídica de bienes privados a fiscales 
 Lograr una interrelación entre la figura jurídica de enajenación temprana y el 
concepto de dominio público y clasificación de los bienes del estado, implica persistir en la 
hipótesis de un cambio de naturaleza de los bienes en el marco del cual se habilita en cabeza 
de una entidad pública la venta, sin desconocer la posibilidad de concluir que en realidad lo 
que se presenta una amplia delimitación del derecho subjetivo a la propiedad, sin que pueda 
predicarse estrictamente un cambio en la naturaleza de los bienes, entendiendo que la postura 
de plasticidad de la propiedad privada, implica precisamente que a través de su función social 
el Estado, sin hacerse dueño los bienes, disponga de los mismos, sin caer en el perjuicio del 
particular.  
  El desarrollo de dicho precepto, conllevará en primera medida a describir las 
características propias de los bienes fiscales, así como la naturaleza jurídica del Fondo para 
la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado –Frisco, quien para 
todos los efectos constituye la persona de derecho público propietaria tanto de los bienes 
objeto de extinción, como los sometidos a enajenación temprana. 
Una vez definidos los conceptos, podrá entonces analizarse si en efecto la decisión o 
mejor materialización de la enajenación temprana como modo de adquirir, implican un 
cambio o mutación en la naturaleza jurídica de los bienes, con una afectación y desafectación 
simultánea de los bienes a favor del FRISCO, o por el contrario en razón a la función social 
de la propiedad y las limitaciones constitucionalmente impuestas y de órbita de configuración 
legislativa, implican una delimitación adecuada a la propiedad con el establecimiento de la 
ET.  
3.1. Concepto, clasificación y naturaleza de los bienes públicos 
 
Así como en el primer capítulo, el punto de partida corresponderá a la legislación 
civil, que ha dotado de definición normativa la clasificación de los bienes públicos, sin dejar 
de lado la insuficiencia existente respecto a la naturaleza jurídica del dominio público 
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(Pimiento y Santaella, 2015, p.339), y que en su artículo 674 ha establecido los denominados 
bienes de la unión, al señalar: 
Art. 674. Bienes públicos y de uso público. Se llaman bienes de la Unión aquellos 
cuyo dominio pertenece a la República. 
Si además su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, como el de calles, 
plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la unión de uso público o bienes 
públicos del territorio. 
Los bienes de la unión cuyo uso no pertenecen generalmente a los habitantes, se 
llaman bienes de la unión o bienes fiscales. 
 De la lectura se concluye la existencia de dos categorías de bienes, la primera que se 
denomina bienes de uso público o bienes públicos del territorio, y la segunda,  bienes de la 
unión o bienes fiscales, de entrada se observa una diferenciación a raíz del uso o servicio que 
prestan, considerando que esta primera categoría se encuentran al servicio de la comunidad 
general, y de ahí los ejemplos de puentes, caminos o plazas; pero, los segundos, no 
pertenecen, en general15, a todos los habitantes, aun así, se puede inferir que estos cumplen 
una función relacionada al servicio público, como se expone más adelante16. 
Para profundizar brevemente en los fundamentos teóricos de esta clasificación, se trae 
a colación, el análisis realizado por Pimiento (2011) de la obra de Andrés Bello titulada 
Principios de derecho internacional, se resalta la separación de las dos categorías de bienes 
públicos se origina de una concepción proveniente de la interpretación de los conceptos de 
soberanía y propiedad, enfatizando en el primer término, establece que “la soberanía se llama 
dominium cuando la persona dispone de las cosas, pero será imperium cuando los 
destinatarios de este poder son las personas” (Pimiento, 2011, p. 216). Así mismo, el Estado 
cuenta con ambas facultades de la siguiente forma:  
“(…) la soberanía -imperium sobre todos los bienes que existen en el territorio, pero 
también la soberanía-dominium del propietario, sobre los bienes públicos. Ambos 
                                                          
15 Esta expresión, de entrada, permite entender que, de forma excepcional, los particulares podrían adquirir 
la propiedad de los bienes fiscales.  
16 Véase el apartado 3.2. de la propiedad de los bienes fiscales. 
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poderes coexistirían sobre un mismo bien, pero son de distintos en cuanto a las 
prerrogativas que surgen de cada uno de ellos”. (Pimiento, 2011, p. 217). 
En razón a dichos preceptos, todos los bienes del territorio nacional, de alguna manera se 
encuentran sometidos a la soberanía estatal, entendiéndose además una justificación racional 
al interés general impreso a la propiedad privada, ahora bien, resulta del dominio, la 
posibilidad de propiedad en cabeza de una entidad de derecho público, caso en el cual y según 
la destinación finales de los bienes, se clasificarán en bienes públicos o fiscales.   
En consecuencia, la definición de los bienes públicos se ha delimitado a la calidad de 
la persona que ostenta la propiedad, esto es derecho público o privado, y la destinación final 
de los mismos, clasificándolos en bienes públicos o fiscales,  
3.1.1.  El dominio público 
 
Es menester conceptualizar el dominio público para la comprensión del objeto de 
investigación, debido a que, se relacionan íntimamente con las formas en las cuales el Estado 
puede actuar sobre determinados bienes que no pertenecen al dominio privado y que, por 
interpretación simplista y directa, sin realizar mayor análisis o profundización respecto a la 
propiedad o no en cabeza estatal, se han etiquetado como bienes “de la unión” o bienes 
fiscales, respecto de los cuales efectivamente cuentan con la característica de la propiedad en 
cabeza del Estado. 
3.1.2. Características  
 
 Por otro lado, el artículo 63 de la CC establece como características generales de los 
bienes públicos, la inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. Sánchez y 
Ternera, establecen al respecto de estas que:  
La propiedad pública es inalienable, es decir, el poder de disposición jurídica del 
derecho se encuentra expresamente paralizado, podría decirse que el bien público 
sometido al dominio público no está en el comercio respecto del poder de 
enajenación. Por imprescriptible, entendemos lo siguiente: nadie puede ganar por 
usucapión el dominio de las entidades públicas; si alguien invade, en términos físicos 
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un bien público, sus actos materiales no se pueden reconocer como verdadera 
posesión. Finalmente, los bienes que conforman el dominio público no pueden 
afectarse con la medida cautelar denominada embargo, con la cual se saca un bien del 
deudor y se pone a disposición en el proceso ejecutivo. (2009, p. 119). 
 
 Resulta de los bienes fiscales, que su caracterización y normativización es dotada por 
el legislador, que en razón de su libertad de configuración legislativa ha determinado la 
imprescriptibilidad de dichos bienes, de cuya naturaleza no puede predicarse el ser 
inalienables e inembargables, lo cual adquiere relevancia por el poder de disposición del que 
gozan las entidades públicas que le son propietarias.     
Para complementar, Arteaga (1994) fundamentándose en la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, establece que la disminución o pérdida de utilidad pública no implica 
que esta característica vaya a perecer, solamente podrá levantarse esta cláusula por 
disposición expresa de autoridad competente. 
Como ya se mencionó en  las características, las que por regla general corresponden 
a los bienes públicos, no obstante, existe una diferenciación entre las inherentes a los bienes 
públicas y las que lo son a los bienes fiscales, debido a que, los segundos, solamente se les 
ha otorgado con el carácter de imprescriptibilidad.  
3.1.3. Clasificación de los bienes fiscales: propiamente dichos, adjudicables o baldíos 
 
Debido a este mismo vínculo y su relación con el tema de investigación, es que se 
enfoca y profundiza en esta segunda categoría de bienes fiscales, los cuales, se subdividen 
en dos, los bienes fiscales propiamente dichos y los bienes fiscales adjudicables, para traer 
una conceptualización al respecto, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-255 de 
2012, establece: 
(a) Bienes fiscales propiamente dichos, que son aquellos de propiedad de las 
entidades de derecho público y frente a los cuales tienen dominio pleno “igual al que 
ejercen los particulares respecto de sus propios bienes”; y (b) bienes fiscales 
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adjudicables, es decir, los que la Nación conserva “con el fin de traspasarlos a 
particulares que cumplan determinados exquisitos exigidos por la ley” 
Luego, los bienes fiscales propiamente dichos, son aquellos cuya propiedad pertenece 
a las entidades de derecho público de carácter nacional, departamental o municipal y 
destinados para su funcionamiento o la prestación de un servicio público, mientras que, los 
bienes fiscales adjudicables, aquellos que el estado destina para ser adjudicados a las 
personas que cumplan los requisitos establecidos en la ley. 
3.1.3.1. El dominio de los bienes fiscales 
 
 Dejando en claro como la titularidad y el ejercicio de las tradicionales facultades del 
dominio ha representado un desafío teórico para los doctrinantes, se traslada el análisis hacia 
los bienes fiscales, de los cuales, se presume que se ejerce con ellos un derecho de propiedad 
semejante al de los particulares sobre sus bienes. Sobre esto, Pimiento (2011) establece, que 
su fundamento constitucional y su ejercicio son muy distintos debido al titular, y, que las 
formas de ejercicio entre ambos regímenes varían sustancialmente. 
 Sobre esta diferencia, Pimiento (2011) señala que el ejercicio de la propiedad de los 
bienes fiscales obedece bien sea de forma directa o indirecta la realización de los fines del 
estado y la función administrativa, elementos que no se pueden equiparar en forma alguna a 
las obligaciones decantadas de la función social y ecológica de la propiedad privada. Por lo 
tanto, la definición más apropiada de propiedad pública que abarcara ambos regímenes 
expuestos en el artículo 674 del CC, es: 
El derecho que tienen las personas jurídicas de derecho público de gozar y disponer 
de sus bienes – de uso público o fiscales según la distinción tradicional – en el marco 
de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, atendiendo las finalidades del interés general. (Pimiento, 2011, p. 226). 
 Como se puede observar, esta concepción agrupa – o al menos intenta conciliar – una 
definición de dominio público que pueda abarcar la división binaria expuesta en el código 
civil, no obstante, hay que reconocer que, para el desarrollo del objeto de investigación, es 
necesario conservar esa diferencia entre dominio público y dominio privado del estado, es 
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decir, cuando el estado actúa como un particular en la celebración de negocios y contratos 
con los bienes fiscales. 
 Es relevante señalar, que la disposición de los bienes tanto en la órbita privada como 
pública, entendiendo disponer como enajenar, contiene el centro del objeto de estudio, en 
tanto el planteamiento del problema jurídico, surge al buscar reconocer la existencia de una 
tradición creada por la Ley a favor de una entidad pública, habilitándola para disponer de los 
bienes de propiedad de un particular.  
 De la definición y las condiciones generales de los bienes fiscales, es claro que los 
bienes extintos hacen parte de esta categoría, lo que no resulta evidente es sí, a través de la 
inscripción del segundo acto de tradición de dominio a favor del FRISCO, proceso posterior 
a la autorización de enajenación temprana y suscripción de una promesa de venta, podría 
predicarse su cambio de naturaleza jurídica a bienes fiscales, y sí podría entonces hablarse 
de una mutación en virtud expresa de la ley.  
 3.2. El fenómeno de la mutación de bienes privados a bienes fiscales en el proceso 
de enajenación temprana.  
Debido a que, como se pudo observar al inicio de este acápite, en el proceso de 
enajenación temprana opera desde la aprobación de un comité que faculta a la SAE como 
administrador del FRISCO, para que, habilite mediante un acto administrativo la enajenación 
de los bienes, al tiempo que se produce un valor monetario como reserva técnica y garantía 
durante el proceso, generándose una trasformación del bien corporal a un valor monetario.  
Frente a esto, no se pretende afirmar – y reducir el objeto investigativo –  en modo 
alguno, que exista contrariedad con el régimen constitucional de propiedad y la figura de la 
enajenación temprana, en cuanto esta reclamación de inconstitucionalidad fue abordada por 
la Corte Constitucional en la Sentencia C357 de 201917 y se declaró la exequibilidad de la 
figura. 
La pretensión radica entonces, en determinar sí, en virtud de los efectos de la 
enajenación temprana se produce un cambio de titularidad del bien, pasando de la órbita 
                                                          
17 Con ponencia del Magistrado Alberto Rojas Ríos y fechada en la ciudad de Bogotá el día 6 de agosto de 
2019.   
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privada a la propiedad de una entidad estatal, la cual, al hacerlo parte del cumplimiento de 
sus funciones, sufre una afectación a bien fiscal, entendiéndose así la fundamentación de 
dicha figura.  
Para explicar dicha perspectiva, se trae a colación al desarrollo doctrinal y jurídico del 
derecho constitucional-civil español en relación a la figura jurídica de la mutación demanial18 
o mutación secuencial, la cual goza de condiciones procesales específicas que no se adecuan 
al problema jurídico acá debatido, pero que sustancialmente implica “un proceso de 
afectación y desafectación conjunta de los bienes” (Cobo, 2010, p. 3), fundamento que en 
apariencia resulta ser lo que sucede con los bienes inmuebles sujetos a enajenación temprana.  
La afectación, es definida por Alonso (s.f., p. 63) como “el acto (expreso, tácito o 
presunto) de derecho público en virtud del cual una cosa queda destinada a un fin de interés 
público (uso o servicio público)”. Por otro lado, la desafectación implica el ejercicio 
directamente contrario en el que se produce “el efecto de la pérdida de la cualidad de dominio 
público del bien en cuestión, aunque no necesariamente implica un cambio de titularidad” 
(Alonso, s.f., p. 65). Luego, la afectación y desafectación harían parte de la figura de la 
mutación demanial, al tener capacidad de mutar la naturaleza del bien al cambiar su objeto o 
titular, recordando, que los bienes públicos no solamente son públicos por su uso, sino, 
porque son reconocidos como tal bajo la propiedad del Estado. 
Para el análisis concreto, en el proceso de enajenación temprana se producen dos 
momentos esenciales, de una parte, la inscripción de la medida cautelar de extinción de 
dominio, la cual es requisito sine qua non de la autorización de venta y de otra la inscripción 
del segundo acto, el cual refiere la transferencia del dominio a favor del FRISCO y que 
procede por autorización expresa del órgano colegiado, sumado a la prexistencia de una 
promesa de venta del bien, así: 
                                                          
18 El término demanial proviene de la denominación que realiza la legislación española de los bienes de 





La inscripción de la medida cautelar no implica de manera alguna transfiera dominio 
alguno, por cuanto el único que goza de tal disposición es el juez de extinción de dominio, 
tal y como lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia que más adelante será 
analizada. 
No obstante, la inscripción del segundo acto, en el marco del cual se presenta la 
afectación a dominio público de un bien de órbita privada (propiedad de una entidad estatal 
como lo es el FRISCO), genera el cuestionamiento respecto de la naturaleza jurídica que 
adquiere el bien, al cumplir con las condiciones de los bienes fiscales. 
Esta noción implica la reconocer que al efectuarse la tradición del bien, se autoriza a 
la entidad estatal a una venta anticipada de los bienes que no han sido sujeto de extinción de 
dominio, precepto que ha sido abordado de manera contraria por la Corte Constitucional, al 
señalar que ni la medida cautelar, ni la autorización de enajenación temprana cambia la 
titularidad del inmueble, la cual para todos los casos sigue en cabeza del particular, a través 
de la reserva monetaria realizada por SAE.  
Este sentido fue la sentencia C357 de 2019, la que ha definido los principales 
argumentos al respecto, estableciendo el siguiente problema jurídico:  
¿El artículo 24 de la Ley 1849 de 201719 vulneró los artículos 29, 34 y 58 de la 
Constitución, al permitir la enajenación temprana de los bienes sujetos a medidas 
cautelares en el proceso de extinción de dominio; porque, según el actor, ¿suprime el 
derecho de propiedad sin que exista autorización judicial o sentencia definitiva sobre 
el particular? 
                                                          
19 Artículo que modificó el artículo 93 del CED. 
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 En respuesta al problema jurídico, el Alto Tribunal fundamentó los argumentos con 
base en los cuales, entiende no existe vulneración del derecho a la propiedad privada, se 
encuentra relevante analizar las razones jurídicas que dieron lugar a la decisión, así como el 
salvamento de voto por parte del Magistrado Antonio José Lizarazo Campo, el cual no se 
encuentra reseñado en la sentencia ya publicada, pero que sí puede observarse en el 
Comunicado N° 29 con fecha del 6 de agosto hogaño, que presentó una síntesis del mismo, 
señalando:   
(…) Mientras no se haya dictado sentencia en la que se declare la extinción del 
dominio de un bien, el derecho de propiedad de quien es titular está amparado por el 
principio de buena fe y su pérdida sólo puede producirse cuando el Estado demuestre 
ante un juez y con plenitud de las garantías procesales, que la adquisición del bien 
fue ilícita que, aun siendo ajeno el acto ilícito, obró con dolo o culpa grave. 
(Comunicado N°29, Corte Constitucional, 2019, p. 12) 
 Desde dicha síntesis se puede interpretar que, para este Magistrado, con la 
enajenación temprana sí existe un ejercicio dispositivo sobre el bien – una afectación a la 
facultad de abusus del derecho real de dominio –  con lo cual, se podría afirmar que el 
ejercicio de un acto de señor y dueño como la venta, afectaría el derecho a la propiedad desde 
perspectiva un poco más próxima a la que se fundamentó desde la concepción civil, situación 
que  es extraña considerando las fluctuaciones teóricas de la Corte al desarrollar la propiedad 
dentro de su jurisprudencia, como se expuso en acápites anteriores de este trabajo. 
 Adicionalmente, se podría decir que, para el magistrado disidente, la medida supera 
de forma alguna la primacía del interés general incluyendo la vulneración del principio de 
buena fe, por lo tanto, conforme lo desarrollado por Santaella (2010) implicaría la 
sobreposición abusiva de la supremacía del interés público sobre el carácter subjetivo del 
derecho a la propiedad constitucional. 
 Se encuentra entonces legitimada la actuación estatal de venta anticipada de bienes, 
la defensa de los intereses generales y públicos que conciernen el fin de la medida, no 
obstante, tal actuación constituye una delimitación excesiva al derecho subjetivo de 
propiedad privada, al despojar al propietario y posible infractor (sin que este hecho se 
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encuentre absolutamente probado en el marco del proceso judicial al no existir sentencia 
definitiva) de la totalidad de atribuciones de la propiedad. 
 Ahora bien, encuentra el Tribunal Constitucional, que al preverse en la norma un 
mecanismo indemnizatorio en caso de resultar liberado de la acción extintiva del dominio, 
se suple la delimitación del derecho, pues lo que persiste en realidad es en un cambio corporal 
de los bienes, dicho precepto no se compadece de la realidad que sufren los bienes, al 
disponerse de manera absoluta respecto de propiedad, argumento que fundamenta la 
consideración respecto de la mutación bien de la naturaleza jurídica de los bienes, o la 
afectación y desafectación transitoria de los mismos.  
 No obstante, los argumentos mayoritarios de la Corte Constitucional por los cuales 
se declaró la exequibilidad, parten de reconocer que eventualmente existe un ejercicio 
dispositivo por parte del Estado, situación que incluso se evidencia en la intervención del 
Departamento Administrativo de la Presidencia, la SAE y el Ministerio de Hacienda, sin 
embargo, la transformación del bien físico a su valor monetario para su administración – que 
es el objetivo de dicha medida – no vulnera el núcleo esencial de la propiedad privada, en 
tanto, se está garantizando su mínimo nivel de goce y su utilidad económica20. Luego, la 
transformación del bien a su valor monetario, los recursos que se derivan constituyen una 
reserva técnica y garantía de compensación al afectado en el transcurso del proceso. 
Mediante un juicio intermedio de proporcionalidad, la Corte además de reconocer la 
interferencia de la medida sobre los derechos a la propiedad y el debido proceso frente a la 
configuración y persecución de un fin legítimo e importante desde la óptica constitucional 
que no se encuentra prohibido, además de estar considerado como un mecanismo eficiente 
de administración. Representando así los elementos en tensión a considerar para el análisis 
del caso, como son: (i) los derechos de los afectados o terceros de buena fe a la propiedad y 
el debido proceso, (ii) el interés público; y, (iii) la libertad legislativa en la materia.  
                                                          
20 Este núcleo esencial se desarrolla ampliamente en las sentencias de la Corte Constitucional: T427 de 1997 
y T554 de 1998.  
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  Estableciendo esos tres elementos en tensión, se pueden sintetizar los principales 
argumentos de la Corporación para establecer la conducencia de la medida de la siguiente 
forma: 
● La medida evita la generación de sobre costos exhorbitantes para la administración, 
partiendo de que una de las causales para la procedencia es la relación costo -
beneficio respecto del valor de por la administración además de la improductividad 
del inmueble, por lo tanto, se protege el interés público. 
● Establece que puede resultar menos lesiva para el derecho a la propiedad, en cuanto 
se aplica a determinados bienes bajo condiciones prescritas en la norma, por cuando, 
también compensa con el valor del mismo en el eventual suceso que la decisión 
resulte a favor del afectado o el tercero interviniente. 
● Determina que es una figura reglamentada con diversos controles pre-procesales y 
post-medida cautelar (control judicial integral), así como un rigor estricto de 
aplicación taxativa de las causales expuestas para su procedencia, entendiendo que la 
autorización de enajenación temprana no resulta de la decisión arbitraria de una 
autoridad administrativa, sino que existe un control de legalidad judicial, con base en 
la cual se ordena la inscripción de la medida cautelar de extinción del dominio. Esta 
consideración implica no existe un desconocimiento de la presunción de inocencia y 
debido proceso como principios básicos del proceso de extinción de dominio. 
Bajo estos tres argumentos, la Corte Constitucional declara la exequibilidad de la figura 
de la enajenación temprana, no obstante, queda por determinar cómo ocurre el proceso 
mediante el cual se enajena el mismo, considerando lo ya expuesto, que ni la medida cautelar 
de suspensión de poder dispositivo, menos, el mecanismo de administración establecido en 
el actual CED afectan la protección constitucional de la propiedad privada debido a que, 
desde una óptica finalista de la misma, el bien se transforma físicamente a su representación 
monetaria, sin, alterar su naturaleza jurídica o cambiando de titular definitivo. 
Dentro de los argumentos esenciales que dieron lugar a la legitimación de la figura, podría 
exaltarse lo concerniente al reconocimiento monetario del valor del inmueble enajenado, no 
obstante, esta concepción puede observarse como una reducción del contenido esencial del 
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derecho al valor económico pagado e implica a diferencia de la expropiación o la misma 
extinción de dominio una clara delimitación del derecho. 
Así, la Corte Constitucional señala que la medida cautelar al ser dictada antes de que 
haya sentencia definitiva no supone una afectación del derecho de propiedad, que sólo se 
afecta con el fallo, no obstante, no realiza mayor debate respecto de la enajenación temprana, 
cuya consecuencia directa es la pérdida absoluta de la propiedad del bien en sí mismo, la cual 
se encuentra legitimada al preverse la compensación monetaria en caso de no producirse 
sentencia que ordene la extinción del bien. 
3.3. De la delimitación de la propiedad  
Como ya se ha descrito a lo largo del texto, el artículo 58 constitucional, ha dado 
contenido al derecho de propiedad privada, contemplando la prevalencia del interés público 
o social sobre el particular21, lo cual no lo hace un derecho absoluto. 
En desarrollo de dicho precepto, se ha otorgado una potestad de delimitación del 
derecho, así la función social de la propiedad habilita la utilización de este derecho como 
instrumento al servicio de los fines del Estado social. (Santaella, 2010, p. 35). 
 La materialización de la potestad delimitadora en nuestro ordenamiento jurídico, se 
materializa a través de la libertad de configuración legislativa, que, en el marco de la función 
social de la propiedad, podrá imponer cargas u obligaciones a los particulares, máxime si 
como en el caso concreto, se trata de bienes sobre los cuales recaen situaciones de infracción 
para la tradición (así sostenido para la imposición de la medida cautelar de extinción de 
dominio). 
 Así mismo, es factor determinante para la limitación del derecho que converjan 
intereses públicos o sociales relevantes (Santaella, 2010, p. 443), pues la constitucionalidad 
de la medida que delimita el derecho, deberá soportarse en todo caso en la protección del 
interés general. 
                                                          
21 El texto constitucional, de manera expresa señala: ““Cuando de la aplicación de una ley 
expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de 
los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés 
público o social” 
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 En este sentido, la sola figura de extinción de dominio, se justifica en la conservación 
del orden público, efectiva administración de justicia y salvaguarda de la moralidad 
administrativa, todo ello intereses públicos y derivados de la misma la enajenación temprana 
como mecanismo de administración de los bienes sujetos a extinción, cuyo objetivo de interés 
general deviene de la salvaguarda de los recursos públicos, pues evita que la administración 
asuma los costos derivados de la tenencia de bienes, así como la misma conservación de las 
propiedades, que al existir ineficiencia en su tenencia, terminan por desvalorizarse o 
amenazan ruina. 
 Estos argumentos se convierten precisamente en las razones utilizadas por la Corte 
Constitucional al declarar exequible la medida, sin desconocer que en efecto nos encontramos 





Conclusiones y recomendaciones  
 
Se evidencia que el estudio del derecho a la propiedad individual tiende a fluctuar 
desde  la perspectiva constitucional alrededor de los límites socio-ecológicos y la garantía 
del derecho a la propiedad subjetiva, sin embargo, esto no es suficiente, a través de la doctrina 
se explica cómo, desde un carácter plástico de la propiedad privada, se permite una amplia 
facultad legislativa para su delimitación asociada al bienestar general, siempre y cuando no 
implique un desconocimiento o limitación absoluto de las garantías. 
En el marco de dicha libertad configurativa del legislador en materia de limitaciones 
al derecho subjetivo de la propiedad privada, mediada por la relación entre el objeto de 
propiedad y el interés general, considerando que, entre más estrecho mayor facultad de 
reglamentación normativa, así mismo como la consagración constitucional expresa de la 
figura de extinción de dominio, sustentan la existencia de la figura jurídica de Enajenación 
Temprana.  
A través del análisis del objeto de estudio y frente a la hipótesis sobre la mutación de 
los bienes privados a bienes fiscales al entenderse que la inscripción de la autorización de 
enajenación temprana y especialmente el segundo acto que constituye la tradición del 
inmueble a favor del FRISCO implicando que los bienes sean de propiedad de una entidad 
estatal, existiendo una afectación que conlleva a una mutación en la naturaleza. 
En términos procesalistas u operacionales, se pretendió explicar desde la teoría de la 
mutación demanial española cómo es que surte efecto este trámite de venta temprana del 
objeto con  dominio suspendido, en contravía de los argumentos de la Corte Constitucional 
al entender que, no se puede afirmar que la medida cautelar transfiera dominio alguno, por 
cuanto el único que goza de tal disposición es el juez de extinción de dominio, por el contrario 
lo que se presenta es una transformación de la propiedad, pues el derecho del particular 
subsiste a pesar de producirse la enajenación temprano, esto a través de la compensación 
monetaria dispuesta en la misma Ley.   
Así, fundamentar la existencia de una mutación derivada de la afectación y 
desafectación simultánea de los bienes sujetos a enajenación temprana, implicaría establecer 
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que la norma habilita una venta anticipada de los bienes, decidiendo de manera administrativa 
sobre la trasferencia de la propiedad lo cual resulta ser inconstitucional, resultando entonces 
que en realidad el FRISCO es propietario únicamente de los bienes extintos, mientras que, 
los bienes sometidos a enajenación temprana son reemplazados corporalmente por un valor 
compensatorio sin que se extinga el derecho del particular. 
La medida resulta entonces ser una delimitación muy fuerte del derecho a la 
propiedad privada, no obstante, derivado de la relación estrecha que existe entre el objeto de 
la propiedad y el interés general, se genera un alto nivel de configuración legislativa, sumado 
al análisis alto Tribunal Constitucional al determinar que es proporcional y razonable,  pues 
persigue un fin constitucionalmente legítimo al crear un mecanismo eficiente de la 
administración que evite los altos costos que se producen en la gestión de los mismos, además 
de condicionarlo a unas causales expresas.  
Ahora bien, aunque resulta exequible la norma en términos de interés general, no es 
menos cierto que la inscripción de la medida de enajenación temprana implica una pérdida 
definitiva de los atributos de la propiedad en el sentido civilista, esto es el uso y goce 
(limitados desde la inscripción de la medida misma de extinción de dominio) y dominio, al 
transferir la propiedad al FRISCO y habilitar a su administrador (SAE), a enajenar previo a 
la sentencia definitiva a un tercero, este cambio de titularidad del bien, el cual como ya se 
expuso no volverá materialmente al titular inicial.  
Bajo estas y las demás causales expuestas en el artículo 93 de la Ley 1708 de 2014, 
y previa autorización correspondiente, la entidad puede quedar facultada para enajenarlo, lo 
que no implica – acorde a lo expuesto en la parte resolutiva de la sentencia C357 de 2019 – 
una cesión del derecho de dominio a favor del Estado, o, del FRISCO, de forma temprana, 
porque esto, implicaría la vulneración del principio de presunción de inocencia, y, una 
medida arbitraria que desconoce la fundamentación constitucional del artículo 34 que exige 
la sentencia judicial para la extinción de la propiedad. 
Luego, queda en evidencia que el mecanismo de enajenación temprana a pesar de 
encontrarse legitimado en razón a los fines que pretende cumplir, implica cambios respecto 
de la propiedad, al generarse una afectación transitoria de los bienes de un uso privado a un 
interés público, no obstante, el procedimiento obedece garantizar principios constitucionales 
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e intereses estatales al mismo tiempo que pretende salvaguardar el carácter patrimonial del 
bien para el particular en caso de resultar favorecido en sentencia. Por lo tanto, se evidencia 
cómo, a pesar de separar el carácter físico del bien, a través la preservación de su valor 
monetario, no se vulnera el régimen constitucional de garantía a la propiedad privada 
expuesto en el artículo 58 de la CPC.   
Para finalizar, considerando los resultados de la investigación, se proponen las 
siguientes recomendaciones: 
A la Corte Constitucional: 
● Adicionar a la sentencia C357 de 2019 el salvamento de voto del Magistrado Alberto 
Rojas Ríos, considerando que su opinión disidente a profundidad puede ser fruto de 
mayores debates académicos alrededor de la materia.  
● Conceptualizar la propiedad privada de forma consolidada en el derecho 
constitucional colombiano, alejándose de forma explícita y definitiva de la 
fundamentación del CC. 
. 
A la comunidad investigadora: 
● Desarrollo de una propuesta consolidada de líneas jurisprudenciales que evidencien 
la fluctuación teórica sobre el desarrollo autónomo del derecho a la propiedad privada 
en Colombia. 
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Naturaleza jurídica del FRISCO y la SAE 
El marco jurídico para el Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha 
contra el Crimen Organizado – FRISCO, parte del CED específicamente el Capítulo VIII del 
Título III del Libro III.  
Posteriormente, se presentaron diversas modificaciones al CED, por Decretos como 
el 2136 de 2015, el Decreto 1068 de 2015, la Ley 1849 de 2017, la Ley 1849 de 2018 y la 
más reciente, las modificaciones incorporadas por el Decreto 1760 de 2019. 
Ni la modificación más reciente cambia la naturaleza jurídica del FRISCO de ser una 
cuenta sin personería jurídica administrada por la Sociedad de Activos Especiales S.A.S, la 
cual es, conforme el artículo primero de sus estatutos, una sociedad por acciones 
simplificada, comercial, de economía mixta del orden nacional, sujeta en la celebración de 
todos su actos y contratos al régimen de derecho privado. 
Su principal accionista conforme el artículo 6° es la Central de Inversiones S.A. con 
un porcentaje de 99% sobre el capital social, la cual es otra empresa de carácter mixto sujeto 
al régimen de derecho privado, lo anterior, se realiza con la finalidad de mantener la 
naturaleza mixta aun cuando, ambas entidades se encuentran vinculadas al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, y, finalmente, son recursos que emanan del campo público22, 
pero, que debido a un factor de competitividad y agilidad procesal que requiere el proceso de 
extinción de dominio, se hace necesario que este constituya sus actuaciones administrativas 
y comerciales sobre los bienes a través del régimen simple del derecho privado, no obstante, 
el ejercicio de las funciones del administrador del FRISCO, debe hacerse con observancia de 
los principios de la función Administrativa (Art. 209 CPC). 
Un elemento de análisis a considerar es la designación que hace la SAE como 
administrador del FRISCO de diversas asignaciones mediante acto administrativo, como en 
                                                          
22 Conforme se establece en la jurisprudencia constitucional, como es el caso de la Sentencia T301 de 2015, 
las sociedades de economía mixta aun cuando se rigen por el derecho privado o ejecuten actividades civiles -
comerciales, no pierden su carácter de entidad pública.  
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los análisis de costo beneficio, los contratos de arrendamiento sobre los bienes sujetos a su 
administración, la destinación provisional de bienes, entre otros establecidos dentro del 
documento de Metodología de Administración de Bienes del FRISCO, aprobado en ata de 
Junta Directiva N° 114-11823.  
Por lo tanto, en la práctica, los bienes que hacen parte del FRISCO, es decir, los 
contemplados en el numeral tercero del artículo 1 del Decreto 1760 de 2019 que modificó el 
artículo 2.5.5.1.2 del Decreto 1068 de 2015, son: 
Aquellos bienes sobre los cuales se ha declarado la extinción de dominio mediante 
sentencia en firme. También se entenderá como bienes del FRISCO aquellos sobre 
los cuales se haya adoptado o se adopten medidas cautelares dentro del proceso de 
extinción de dominio, así como, los dineros producto de la enajenación temprana y 
de los recursos que generen los bienes productivos en procesos de extinción de 
dominio, al igual que los bienes en comiso entregados y administrados antes de la 
entrada en vigencia de la Ley 1616 de 2013 (…). 
 La expresión entonces, Bienes del FRISCO, permite ver, cómo opera la suspensión 
provisional del poder dispositivo, transfiriéndolo temporalmente mientras el trascurrir del 
proceso de extinción de dominio al Fondo, facultándolo para que en ejercicio de su 
administración y bajo determinados criterios y procedimientos como el expuesto para la 
enajenación temprana, pueda llegar incluso a ejercer actos de señor y dueño, como es la 




                                                          
23 Puede consultarse el documento completo a través del siguiente enlace: 
https://www.saesas.gov.co/index.php?idcategoria=1889&download=Y 
